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			PRESENTACIÓN A LA TERCERA EDICIÓN

			El Departamento de Derecho Administrativo de la Universidad de Granada presenta unos materiales docentes, revisados y puestos al día en esta tercera edición, concebidos para ayudar al alumnado del Grado en Relaciones Laborales y Recursos Humanos a preparar con solvencia los aspectos fundamentales del temario adscrito a este Departamento de la asignatura Derecho Administrativo Laboral.

			Estamos ante una obra de carácter básico, en línea con las directrices formativas y metodológicas que postula el Espacio Europeo de Educación Superior, que, con su contenido y sistemática, marca cuáles son los mínimos a exigir a todo el estudiantado que curse esta materia.

			Estos materiales coadyuvan, además, al objetivo departamental de un sistema de examen único (guiado por los principios de igualdad, mérito y capacidad), que permita constatar que todo estudiante de Derecho Administrativo en la Universidad de Granada ha superado los conocimientos mínimos exigibles en cada materia.

			A mayor abundamiento, presentamos un texto vivo, en permanente adaptación a la realidad que viene a sistematizar, que, más allá del lógico proceso de actualización a las modificaciones normativas propias de un Derecho motorizado (en particular, aquí, en lo que atañe al TRLISOS, Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, en aspectos tan novedosos como el procedimiento sancionador promovido por actuación administrativa automatizada), año tras año se ha depurado con fines didácticos, conjugando claridad, rigor y síntesis (conscientes del escaso tiempo real del que se dispone en el aula para la exposición de los temas que conforman el programa de esta asignatura).

			Para dar respuesta a las exigencias inherentes a los nuevos Grados, apostamos de forma decidida por guiar el trabajo autónomo del alumnado del Grado en Relaciones Laborales y Recursos Humanos (el aprendizaje activo que propugna el Plan Bolonia), remitiendo a los oportunos textos legales, jurisprudenciales y doctrinales, así como, con miras a facilitar la comprensión y estudio de esta materia, brindando un amplio número de actividades complementarias que responden a las exigencias de la aplicación práctica del Derecho Administrativo Laboral al que aquí se pasa revista.

			F. M. BOMBILLAR SÁENZ

			En Granada, a 15 de septiembre de 2021

		

	
		
			LECCIÓN 1

			ORIGEN Y EVOLUCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN LABORAL EN ESPAÑA

			M.ª DEL PILAR BENSUSAN MARTÍN

			Catedrática de Derecho Administrativo

			Universidad de Granada

			I. PALABRAS CLAVE

			Administración Laboral. Derecho Administrativo Laboral. Intervencionismo público en las relaciones de trabajo. Comisión de Reformas Sociales. Instituto de Reformas Sociales. Ministerio de Trabajo. Dirección General de Trabajo. Delegaciones Provinciales de Trabajo. Constitución Española de 1978. Modelo de Estado autonómico. Competencias del Estado y competencias de las Comunidades Autónomas en materia laboral y social.

			II. OBJETIVOS

			a) Entender y diferenciar los distintos organismos administrativos que constituyen el origen intervencionismo público en las relaciones de trabajo y, por tanto, de la Administración Laboral en España.

			b) Determinar la incidencia de la Constitución Española de 1978 en la Administración Laboral española. Conocer el sistema constitucional de distribución territorial de competencias en materia laboral y social entre las distintas Administraciones Públicas y diferenciar las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en esta materia.

			c) Partiendo de los conceptos de Administración Pública y de Derecho Administrativo, aportar una definición de Administración Laboral y, en su consecuencia, de Derecho Administrativo Laboral, como parte del ordenamiento jurídico administrativo.

			III. CONTENIDO DOCENTE

			1. EL ORIGEN DE LA ADMINISTRACIÓN LABORAL EN ESPAÑA

			A) Introducción

			Tras producirse la Restauración monárquica en 1875 con el rey Alfonso XII, comienza en España una etapa caracterizada por la construcción de un modelo de Estado liberal y el intento de institucionalizar por parte de los poderes públicos la llamada «cuestión social», con la incorporación de los movimientos sociales y políticos surgidos tras la revolución industrial.

			Y es que la nueva sociedad industrial, que tendrá una gran expansión en nuestro país en este período, va a comportar la aparición de una nueva clase social, el proletariado o clase obrera, que carece de propiedades y de medios de producción, siendo su única fuente de ingresos su propio trabajo, lo que obligará a los distintos gobiernos, tanto liberales como conservadores, a establecer acciones normativas encaminadas a la protección de los trabajadores con la finalidad de reparar las consecuencias sociales más negativas derivadas del proceso de industrialización, toda vez que la industrialización vino a agravar desde el primer momento las condiciones de trabajo y de vida de la clase trabajadora.

			En este contexto social se van a enmarcar las distintas acciones que durante el siglo XIX y parte del XX van a emprender los diferentes gobiernos, que, para llevarlas a cabo, crearán órganos de carácter administrativo cuyos objetivos primordiales se centrarán en procurar el establecimiento de mejoras para la clase trabajadora. Estos iniciales órganos administrativos constituirán el origen del intervencionismo público en las relaciones de trabajo y, por ende, de la Administración Laboral en España.

			Tras una dilatada evolución histórica, que va a ser objeto de estudio a continuación, puede afirmarse, como luego se verá, que actualmente la regulación jurídica de la Administración Laboral, como parte de la Administración Pública, ha de enmarcarse en el ordenamiento jurídico administrativo, dentro de la disciplina de Derecho Administrativo Laboral.

			B) La Comisión de Reformas Sociales (1883-1903)

			La creación de la Comisión de Reformas Sociales por Real Decreto de 5 de diciembre de 1883 del gobierno liberal de José Posada Herrera constituye el hito que marca el inicio de las reformas encaminadas a procurar una mejora de las condiciones sociales de la clase obrera surgida con la nueva organización productiva.

			Se trataría de una Comisión adscrita al Ministerio de la Gobernación, que en su composición inicial tuvo a Antonio Cánovas del Castillo como presidente, más trece miembros más, añadiéndose en años posteriores otros representantes de la vida académica y política de la Restauración, y cuya misión fundamental se centró en el estudio de las condiciones de los trabajadores y de sus ámbitos más sensibles (tales como menores, mujeres, accidentes de trabajo, etc.), así como en la propuesta de reformas legislativas para procurar su defensa y bienestar.

			Durante sus veinte años de funcionamiento, la Comisión de Reformas Sociales procuró la promoción de leyes sociales, y en sus debates afloró la preocupación por las desigualdades generadas por la nueva sociedad industrial, la condición económica de la clase obrera, su alimentación, su vivienda, o la salubridad e higiene de las ciudades industriales, cuyo rápido crecimiento causado por masivas corrientes migratorias provocó que los obreros vivieran en deficientes condiciones. Se trata, por tanto, de una Comisión que supuso un punto de inflexión positivo al significar el inicio del intervencionismo del poder público en los problemas sociales, constatando asimismo el retraso de la sociedad española en cuestiones de legislación social, que se reconoce incluso en la Exposición introductoria del Real Decreto de 5 de diciembre de 1883, y que cambiará durante la Restauración, en la que la actuación legislativa en materia social se incrementará notablemente.

			La Comisión de Reformas Sociales sufriría el boicot de parte del movimiento obrero y, por otra parte, no se la dotaría de medios económicos suficientes, por lo que no pudieron ser publicados todos sus informes, pero sin duda supuso el primer eslabón hacia la definitiva institucionalización de la reforma social en España.

			C) El Instituto de Reformas Sociales (1903-1924)

			Con la finalidad de crear un Instituto como los establecidos en otros países europeos para impulsar las reformas sociales, por Real Decreto de 23 de abril de 1903 se crea el Instituto de Reformas Sociales, igualmente adscrito al Ministerio de la Gobernación, «que estará encargado de preparar la legislación del Trabajo en su más amplio sentido, cuidar de su ejecución, organizando para ello los necesarios servicios de inspección y estadística, y favorecer la acción social y gubernativa en beneficio de la mejora o bienestar de las clases obreras» (art. 1.º). Recogió este Instituto todos los objetivos marcados por el proyecto de Instituto de Trabajo de Canalejas, que únicamente se quedó en Proyecto de Ley de 11 de abril de 1902.

			El Instituto de Reformas Sociales vino pues a sustituir a la Comisión de Reformas Sociales en sus funciones, haciéndose cargo de todos su libros y documentación (art. 7.º del Real Decreto de 23 de abril de 1903), estando compuesto por treinta miembros divididos en tres secciones (arts. 2.º y 3.º), dependientes respectivamente del Ministerio de la Gobernación (para asuntos relacionados con la policía y el orden público), del Ministerio de Gracia y Justicia (para asuntos jurídicos) y del Ministerio de Agricultura, Industria, Comercio y Obras Públicas (para funciones de Administración Pública concernientes a las relaciones económico-sociales), siendo destacable su alto grado de autonomía y la presencia en el mismo de representación directa de las clases patronal y obrera, que fueron recortadas tras su modificación en 1919.

			Conforme a lo dispuesto en el Real Decreto de 15 de agosto de 1903, por el que se aprueba el Reglamento del Instituto de Reformas Sociales, sus funciones se centraron en la preparación de la legislación del trabajo en su más amplio sentido (art. 3.º), en velar por la ejecución de dicha legislación, por lo que se le autoriza para llevar a cabo servicios de inspección y estadística (art. 4.º), y en favorecer la acción social y gubernativa en beneficio de la mejora y el bienestar de las clases obreras, para lo que podrá realizar tareas de asesoría al Gobierno en la materia y de mediación para procurar la resolución de conflictos, ya para prevenirlos, ya para resolverlos, propiciando la conciliación de los intereses encontrados (art. 5.º) y la colaboración patronal y obrera.

			El Instituto de Reformas Sociales desempeñó, por tanto, un papel fundamental en el impulso de la reforma social en España, consagrando el intervencionismo público en las relaciones de trabajo, hasta la creación del Ministerio de Trabajo en 1920. En 1924 el Instituto de Reformas Sociales fue integrado en el Ministerio de Trabajo, Comercio e Industria.

			Tras la creación del Instituto de Reformas Sociales, por Real Decreto de 1 de marzo de 1906 se crea el Servicio de Inspección de Trabajo, destinado a la vigilancia y control del cumplimiento de la legislación del trabajo, y por Ley de 27 de febrero de 1908, se creará el Instituto Nacional de Previsión, que se convierte en el primer organismo público español encargado de la Seguridad Social y de la asistencia sanitaria en España, consagrando el intervencionismo público en el ámbito de la seguridad social y de la sanidad. El Instituto Nacional de Previsión también quedará integrado en el Ministerio de Trabajo desde 1920 y ejercerá sus funciones hasta 1978, año en que será suprimido por Real Decreto-Ley 36/1978, de 18 de noviembre, sobre Gestión institucional de la Seguridad Social, la salud y el empleo (disp. final 1.ª1).

			D) El Ministerio de Trabajo

			Bajo el gobierno de Eduardo Dato, por Real Decreto de 8 de mayo de 1920 se creará el Ministerio de Trabajo, lo que supondrá la definitiva conformación de la Administración Laboral en España y la integración en el mismo de distintos organismos administrativos hasta entonces existentes, entre ellos, los ya mencionados Instituto de Reformas Sociales e Instituto Nacional de Previsión, la Sección de Reformas Sociales del Ministerio de la Gobernación, el Negociado de Trabajo de la Dirección General de Comercio, Industria y Trabajo, el Consejo de Emigración, y el Patronato de Ingenieros y Obreros Pensionados en el Extranjero (art. 1.º).

			En el período comprendido entre los años 1923-1930, instaurada en España la dictadura de Primo de Rivera, el Ministerio de Trabajo vio reforzadas sus competencias, alcanzando un mayor grado de centralismo administrativo a partir del Real Decreto de 9 de junio de 1924, e incluso se le llegará a dotar de funcionarios especializados. Precisamente con la finalidad de abastecer de personal especializado a dicho Ministerio se creará la Escuela Social. Durante esta etapa se creará también el Consejo Superior de Trabajo, Comercio e Industria por Real Decreto de 29 de abril de 1924, como órgano consultivo del Gobierno en esta materia, que también se encargará del estudio y difusión de la legislación al respecto y ostentará la representación española en la Organización Internacional del Trabajo, recién fundada el 11 de abril de 1919.

			Tanto las denominaciones como las competencias del Ministerio de Trabajo han sido muy diversas desde su creación, así ha recibido los nombres de Ministerio de Trabajo (1920), Ministerio de Trabajo, Comercio e Industria (1922), Ministerio de Trabajo y Acción Social (1924), Ministerio de Trabajo y Previsión (1928), Ministerio de Trabajo, Sanidad y Previsión (1934), Ministerio de Trabajo, Justicia y Sanidad (1935), Ministerio de Trabajo, Sanidad y Previsión (1936), Ministerio de Organización y Acción Sindical (1938), Ministerio de Trabajo (1939), Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social (marzo de 1981), Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (noviembre de 1981), Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (1996), Ministerio de Trabajo e Inmigración (2008) y Ministerio de Empleo y Seguridad Social (2011), Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social (2018) y Ministerio de Trabajo y Economía Social (desde 2020 hasta la actualidad).

			E) La Administración Laboral durante la II República (1931-1939)

			Consolidada ya la existencia de una Administración Laboral, esta etapa sin embargo se caracteriza fundamentalmente por las numerosas reorganizaciones del Ministerio de Trabajo, provocando una gran inestabilidad organizativa. No obstante, durante los dos primeros años de gobierno de la II República, la legislación en materia laboral alcanzó una gran amplitud impulsada desde el Ministerio de Trabajo por Largo Caballero, que puso en marcha importantes reformas laborales y sociales en materia de contratación laboral, jornada máxima de trabajo de 40 horas semanales, creación de jurados mixtos para resolver controversias laborales, accidentes en la agricultura, regulación del derecho de huelga, etc.

			También debe destacarse que es en esta etapa cuando la Administración Laboral periférica empieza a tomar forma con la finalidad de aproximarse a la realidad laboral de la sociedad española. Así, mediante la Ley de 13 de mayo de 1932 y su Reglamento de desarrollo de 23 de junio de 1932, se suprimen las Delegaciones e Inspecciones Regionales de Trabajo y se crean las de ámbito provincial. Por tanto, el Ministerio de Trabajo va a contar por vez primera con representación orgánica en las provincias mediante la constitución de las Delegaciones Provinciales de Trabajo, que dependerán directamente de la Dirección General de Trabajo, y cuyos Delegados Provinciales asumirán las funciones que, en materia social, tenían los Gobernadores Civiles, así como las que tuviesen otros funcionarios de dicho Ministerio. Las atribuciones de los Delegados Provinciales de Trabajo, como órganos superiores provinciales de intervención del poder público en la materia, se centrarán en la resolución de los conflictos de trabajo, la dirección de la actuación de la Inspección de Trabajo, la imposición de sanciones a los infractores, la realización de intervenciones administrativas en los accidentes de trabajo, la intervención en la resolución de huelgas y conflictos colectivos de trabajo en las profesiones no sometidas a jurados mixtos y la vigilancia de estos jurados cuando estén constituidos, así como la información al Ministerio de Trabajo en todos los asuntos en los que les solicite que emitan dictamen.

			Finalmente hay que señalar que durante la Guerra Civil (1936-1939) no va a existir una Administración Laboral sino dos Administraciones Laborales de «excepción», correspondientes a los dos bandos contendientes —republicano y nacional—, en las que prevalecerá en todo momento la cuestión militar, por encima de cualquier otra consideración social o laboral.

			F) La Administración Laboral en la etapa de la dictadura franquista (1939-1975)

			El intervencionismo público en materia laboral y social dará un giro durante el régimen franquista al implantarse un modelo de Estado totalitario, lo que provocará importantes transformaciones en la Administración Laboral, teniendo presente que en este período se va a producir un significativo crecimiento de la organización administrativa central.

			La Administración central del Estado sería reorganizada por Ley de 30 de enero de 1938, en la que ya no aparece el Ministerio de Trabajo, sino únicamente el Ministerio de Organización y Acción Sindical, que comprendería los Servicios Nacionales de Sindicatos, Jurisdicción y armonía del trabajo, Previsión social, Emigración y Estadística. Dicha norma ya establecía que al frente de cada Departamento Ministerial habrá un Ministro, asistido de un Subsecretario (art. 1.º). La Ley de 30 de enero de 1938 sería modificada por otra Ley de 29 de diciembre de 1938, y ambas serían a su vez modificadas por la Ley de 8 de agosto de 1939, que introduciría importantes reformas en la Administración central del Estado.

			Así, esta Ley de 8 de agosto de 1939 vuelve a introducir el Ministerio de Trabajo y suprime el Ministerio de Organización y Acción Sindical, distribuyéndose sus competencias entre el Ministerio de Trabajo y el Servicio Nacional de Sindicatos, comprendiendo el Ministerio de Trabajo las Direcciones Generales de Trabajo, de Jurisdicción del Trabajo, de Previsión y de Estadística, y pasando a depender del Servicio Nacional de Sindicatos, de la Falange Española Tradicionalista y de las JONS (Juntas de Ofensiva Nacional-Sindicalista) todos los asuntos directamente relacionados con las actividades sindicales (art. 6.º). Debe destacarse que en el Ministerio de Trabajo se establecerá una organización ministerial semejante a la de otros ministerios, con un Ministro al frente, un Subsecretario y varias Direcciones Generales, concretamente las cuatro mencionadas. Asimismo debe referirse que por Ley de 26 de enero de 1940 sobre Unidad Sindical se crea una única organización sindical vertical (Organización Sindical Española) en la que se integrarían tanto empresarios como trabajadores, implantándose así una organización nacional sindicalista, y prohibiéndose los sindicatos hasta entonces existentes, como el socialista UGT o el anarquista CNT.

			El Ministerio de Trabajo será nuevamente reorganizado por Decreto de 18 de agosto de 1939, siguiendo ya el esquema de organización ministerial con un Ministro al frente, un Subsecretario y varias Direcciones Generales, en este caso, Dirección General de Trabajo (a la que corresponderán las antiguas funciones del Ministerio, entre ellas, funciones normativas a través de las Reglamentaciones Nacionales de Trabajo y Reglamentos de Empresas, inspección del cumplimiento de la normativa, prevención y estadística de accidentes, o relaciones con el servicio sindical de colocación, emigración y trabajo de extranjeros), Dirección General de Jurisdicción del Trabajo (dedicada a la organización, vigilancia e inspección de las Magistraturas de Trabajo, así como a las oposiciones de acceso a los cuerpos de Magistrados y Secretarios de Magistraturas de Trabajo), y Dirección General de Previsión (con mayores atribuciones que el Instituto Nacional de Previsión, integrará todos los servicios y organismos existentes hasta entonces en materia de Seguridad Social). Este modelo organizativo necesitó ser otra vez reestructurado como consecuencia de la ampliación de funciones y la producción de interferencias y duplicidades, lo que se llevó a cabo por Decreto de 4 de agosto de 1952, de aprobación del Reglamento orgánico del Ministerio de Trabajo, aunque se mantuvo la estructura administrativa existente con la Subsecretaría y las tres Direcciones Generales.

			En cuanto a la Administración Laboral periférica, se consolida el modelo de las Delegaciones Provinciales de Trabajo producto de la desconcentración administrativa operada por la Ley de 13 de mayo de 1932 y su Reglamento de 23 de junio de 1932.

			En lo que respecta a la Administración consultiva, suprimido el Consejo de Trabajo en 1939, por Ley de 4 de junio de 1940 se crea el Consejo de Economía Nacional que, al no tratarse de un órgano especializado en materia social y laboral, hace necesario el resurgimiento nuevamente del Consejo de Trabajo como organismo asesor del Ministerio de Trabajo, lo cual se produce por Decreto de 4 de mayo de 1960. Otros órganos consultivos que se crearán serán la Comisión Nacional de Empleo, la Comisión Nacional del Trabajo de la Mujer y el Consejo Superior de Higiene y Seguridad en el Trabajo.

			Finalmente, en lo relativo a la Administración institucional, el Instituto Nacional de Previsión siguió ocupando un relevante lugar en el esquema organizativo laboral, aunque fuera objeto de diferentes reestructuraciones en su esquema fundacional. Directamente vinculado con el Instituto estará el Servicio de Reaseguro de Accidentes del Trabajo, establecido por Ley de 8 de mayo de 1942 y por Decreto de 11 de junio de 1942, y el Instituto Nacional de Medicina, Higiene y Seguridad del Trabajo, creado por Decreto de 7 de julio de 1944 y Orden de 23 de diciembre de 1944, que quedará integrado en el Instituto Nacional de Previsión por Decreto de 6 de febrero de 1959, y del que dependerá, aunque encuadrada en la Universidad, la Escuela Nacional de Medicina del Trabajo, que será creada por Decreto de 16 de enero de 1948. También deben mencionarse el Instituto Social de la Marina, reorganizado por Decreto de 10 de octubre de 1941, el Instituto Español de Emigración, creado por Ley de 17 de julio de 1956, y el Servicio de Mutualidades y Montepíos Laborales, creado por Orden de 24 de octubre de 1946. Algunos de estos organismos fueron refundados tras la promulgación de la Ley de Entidades Estatales Autónomas de 26 de diciembre de 1958, que exigía una norma con rango de ley para su creación, aunque la mayor parte de los creados en materia de Seguridad Social quedarían excluidos del ámbito de aplicación de esta Ley.

			Tras la promulgación de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado de 20 de julio de 1957 y su Texto Refundido de 26 de julio de 1957, que consagraba el principio de jerarquía en la organización administrativa, se dictó el Decreto 288/1960, de 18 de febrero, que aprobó el Reglamento orgánico del Ministerio de Trabajo, que quedaría compuesto por Ministro, Subsecretaría, Secretaría General Técnica y cuatro Direcciones Generales (las de Ordenación del Trabajo, Previsión, Jurisdicción y Empleo), que pasarían a ser de Trabajo, de Previsión, de Jurisdicción del Trabajo y de Promoción Social por Decreto 88/1968, de 18 de enero, de reorganización del Ministerio de Trabajo, y que definitivamente se convertirían en cinco Direcciones Generales (las de Trabajo, Seguridad Social, Jurisdicción del Trabajo, Promoción Social y Empleo) por Decreto 1.579/1972, de 15 de junio, también sobre reorganización del Ministerio de Trabajo. Las atribuciones del Ministerio de Trabajo se centrarán en el ordenamiento, dirección y ejecución de la política de Gobierno en lo relativo al conocimiento y control de la integración, desarrollo y movilidad de la energía laboral del país, al estudio y regulación de los problemas inherentes a las condiciones de las relaciones laborales entre empresas y trabajadores, a la ordenación y desarrollo de la Seguridad Social, a la vigilancia del cumplimiento de las normas dictadas para la ejecución de estos fines y al funcionamiento de los órganos jurisdiccionales de Trabajo.

			G) La Administración Laboral en la etapa de la transición democrática

			En la etapa de la transición democrática tras la muerte del general Franco se dictaron varias normas referentes a la Administración Laboral, concretamente el Decreto 1.558/1977, de 4 de julio, sobre reestructuración de determinados órganos de la Administración Central del Estado, tras el que se procedería a la creación de dos Ministerios en la materia, uno de Trabajo y otro de Seguridad Social, y el Real Decreto-Ley 36/1978, de 16 de noviembre, sobre Gestión institucional de la Seguridad Social, la Salud y el Empleo, para proceder a su racionalización y simplificación, por la que se crearán tres entidades gestoras: el Instituto Nacional de la Seguridad Social, el Instituto Nacional de la Salud y el Instituto Nacional de Servicios Sociales. Esta nueva estructura se completaría con la convalidación de la Tesorería General de la Seguridad Social, el mantenimiento del Instituto Social de la Marina y la creación del Instituto Nacional de Empleo como organismo autónomo administrativo.

			2. LA INCIDENCIA DE LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978 EN LA ADMINISTRACIÓN LABORAL ACTUAL

			Tras la promulgación de la Constitución Española el 29 de diciembre de 1978 (en adelante, CE), se produce una modificación del modelo de Estado, lo que comportará que la Administración Pública y, por ende, la Administración Laboral, deba someterse igualmente a una profunda reestructuración.

			En primer lugar, hay que partir de las importantes prescripciones que contiene el artículo 9.º CE respecto de la Administración Pública, precepto que literalmente dispone que: «1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. 2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos». A ello hay que añadir que la Administración Pública queda también vinculada por los principios que consagra el artículo 103.1 CE, que dispone que «La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho», añadiendo el apartado 2 de dicho artículo que «Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la Ley». Además el artículo 106.1 señala que «Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican».

			En segundo lugar, la creación del modelo autonómico y, por tanto, la existencia de tres Administraciones territoriales —Administración del Estado, Administración de las Comunidades Autónomas y Administración Local—, se establece en el artículo 137 CE, Administraciones que gozarán de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses. Este nuevo modelo constitucional comportará, pues, que existan distintos centros de poder, y que cada uno de ellos tenga su propia Administración Pública. A partir de ello se reorganizará la Administración Laboral, distribuyéndose entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Distribución de competencias que se dispone en los artículos 148 y 149 CE y que será estudiada más adelante.

			En tercer lugar, el artículo 117 CE proclama que el ejercicio de la potestad jurisdiccional corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales (apartado 3), establece la independencia del Poder Judicial (apartado 1), y el principio de unidad jurisdiccional en la organización y funcionamiento de los Tribunales (apartado 5). De ello se desprende que ningún otro poder puede ejercer funciones jurisdiccionales, por lo que la actividad cuasi-jurisdiccional ejercida hasta entonces por la Administración Laboral pasará a ser competencia del orden jurisdiccional social, en el que terminarán integrándose las Magistraturas de Trabajo conforme a lo prevenido en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

			En cuarto lugar, la Constitución contiene una serie de preceptos directamente relacionados con la materia laboral y social, que conectarán indefectiblemente con ciertos ámbitos de intervención de la Administración Pública en esta materia. De estos preceptos constitucionales destacamos los siguientes:

			En su Título Preliminar deben señalarse los preceptos relativos a los sindicatos de trabajadores y asociaciones empresariales y al deber de los poderes públicos de respeto y promoción de la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra. Concretamente el artículo 7.º dispone que «Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la Ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos», y el artículo 9.º2 establece que «Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social».

			En el Título I, De los Derechos y Deberes Fundamentales, debe referirse el artículo 10, relativo a la dignidad de la persona y a la interpretación de las normas sobre derechos fundamentales y libertades públicas de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados internacionales ratificados por España. Dispone dicho artículo que «1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la Ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social. 2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España».

			En el Capítulo II del Título I, Derechos y Libertades, destaca el artículo 14, que establece que «Los españoles son iguales ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social».

			En la Sección I del Capítulo II del Título I, De los Derechos Fundamentales y De las Libertades Públicas, deben señalarse varios preceptos, concretamente el artículo 19, que señala que «Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional. Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la Ley establezca». Libertad de circulación en la que se insiste en el artículo 139.2. Así como el artículo 28, que dispone que «1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La Ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato. 2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La Ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad».

			En la Sección II del Capítulo II del Título I, De los Derechos y Deberes de los Ciudadanos, destaca el artículo 35, que dispone que «1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo. 2. La Ley regulará un Estatuto de los Trabajadores». Por su parte, el artículo 37 señala que «1. La Ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios. 2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La Ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que pueda establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad». Y el artículo 38 establece que «Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación».

			Finalmente, en el Capítulo III del Título I, De los Principios Rectores de la Política Social y Económica, el artículo 40 establece que «1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo. 2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados». El artículo 41 señala que «Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres». El artículo 42 dispone que «El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero, y orientará su política hacia su retorno». Por su parte, el artículo 43 establece que «1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud. 2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La Ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto». El artículo 49 dispone que «Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos». Y el artículo 50 señala que «Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio».

			No obstante, además de todos los preceptos constitucionales mencionados, hay otros muchos que pueden tener incidencia en materia laboral y social, de los que igualmente puede desprenderse la necesidad de intervencionismo público en este ámbito, tales como el artículo 21, relativo al derecho de reunión pacífica; el artículo 20.1.a), que recoge el derecho a expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones; el artículo 13.1, sobre el reconocimiento a los extranjeros de las libertades públicas; o el artículo 24.1, relativo al derecho a la tutela judicial efectiva de Jueces y Tribunales.

			3. LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS EN MATERIA LABORAL Y SOCIAL

			Como ya se ha adelantado, la Constitución Española consolida el Estado autonómico, lo que implicaría la distribución de competencias en materia laboral y social entre el Estado y las Comunidades Autónomas y la organización de la Administración Laboral en base al nuevo modelo. Si bien esta organización administrativa, basada en la existencia de una Administración Laboral estatal y una Administración Laboral autonómica en cada una de las Comunidades Autónomas, va a ser objeto de estudio en la lección siguiente, aquí se va a analizar el reparto competencial en esta materia entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

			Hay que partir primeramente de que el Estado tiene competencia exclusiva para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales (art. 149.1.1.ª CE), lo que evidentemente debe ser aplicado al ámbito laboral y social.

			Además, el Estado, conforme al artículo 149.1.7.ª CE, tiene competencia exclusiva sobre «Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas», por lo que serán éstas las que tengan atribuida la competencia para ejecutar la normativa laboral, para lo que pueden establecer los servicios y procedimientos que sean necesarios. No obstante, la competencia legislativa estatal comprende tanto la aprobación de leyes formales como la elaboración de reglamentos de desarrollo y ejecución (Sentencias del Tribunal Constitucional 18/1982, de 4 de mayo; 39/1982, de 30 de junio y 249/1988, de 20 de diciembre). Todo ello sin perjuicio de que, en base al artículo 148.1.1.ª CE, las Comunidades Autónomas puedan dictar reglamentos de autoorganización mediante los que creen y regulen sus propios órganos administrativos de carácter laboral, ya que podrán asumir competencias en lo que respecta a la organización de sus instituciones de autogobierno.

			Por su parte, el artículo 149.1.2.ª CE determina la competencia exclusiva del Estado en materia de inmigración, emigración y extranjería; y el artículo 149.1.3.ª, al disponer la competencia exclusiva del Estado en las relaciones internacionales, le otorga la competencia para la celebración y ratificación de los tratados internacionales en materia laboral y social, sin perjuicio de que su ejecución pueda corresponder a las Comunidades Autónomas. Además el artículo 149.1.16.ª otorga al Estado la competencia exclusiva en cuanto a la sanidad exterior y a las bases y coordinación general de la sanidad, y el artículo 149.1.17.ª le atribuye la competencia exclusiva en lo que respecta a la legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas.

			No obstante lo anterior, debe tenerse presente que el artículo 149.3 CE dispone que «Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas».

			Por su parte, el artículo 148.1.13.ª CE señala que las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en lo referente al fomento del desarrollo económico de la Comunidad dentro de los objetivos marcados por la política económica nacional, por lo que podrá realizar actuaciones en materia de empleo, siempre en el respeto al principio de igualdad, al de interdicción de la discriminación en el empleo y al de interdicción de privilegios por razones territoriales. A ello debe añadirse que el artículo 148.1.20.ª determina que las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en materia de asistencia social, y el artículo 148.1.21.ª establece que las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en materia de sanidad e higiene. Actualmente, las distintas Comunidades Autónomas han asumido las competencias ex artículos 148 y 149 CE en sus respectivos Estatutos de Autonomía.

			4. CONCEPTOS DE ADMINISTRACIÓN LABORAL Y DE DERECHO ADMINISTRATIVO LABORAL

			Tras el estudio del origen y la evolución histórica de la Administración Laboral en nuestro país, así como de la incidencia de la Constitución Española en la Administración Laboral y de la distribución de competencias en materia laboral y social entre el Estado y las Comunidades Autónomas, es momento de establecer los conceptos de Administración Laboral y de Derecho Administrativo Laboral.

			Partiendo de que la Administración Pública es, en esencia, un aparato organizativo público subordinado al Poder Ejecutivo que tiene atribuida personalidad jurídica y a través del cual se satisfacen los intereses generales, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho en el marco de los principios constitucionales, por Administración Laboral debe entenderse aquella parte de la Administración Pública que se ocupa de las relaciones de trabajo, de la política de empleo y de la política de previsión y protección social (Seguridad Social). No obstante, no hay que olvidar que esa personificación jurídica de la Administración Pública, y, por ende, de la Administración Laboral, es más propiamente una pluralidad de personificaciones jurídicas, toda vez que, más que de Administración Pública, hay que hablar de la existencia de distintas Administraciones Públicas, cada una de ellas dotadas de personalidad jurídica para el cumplimiento de sus fines. Administraciones Públicas que se concretan en Administración del Estado, Administración de cada una de las Comunidades Autónomas, Administración Local (integrada por Municipios, Provincias e Islas, Entidades locales menores —inframunicipales— y Entidades Locales supramunicipales —Comarcas, Áreas Metropolitanas y Mancomunidades de Municipios—), Administración institucional, Administración corporativa y Administración consultiva, lo cual debe ser extrapolado al ámbito de la Administración Laboral.

			Por su parte, una vez fijados los conceptos de Administración Pública y de Administración Laboral, puede ya ofrecerse un concepto de Derecho Administrativo, primero, para después aportar una definición de Derecho Administrativo Laboral. Así puede afirmarse que el Derecho Administrativo es el Derecho común y general de las Administraciones Públicas, que regula su actividad en orden a la consecución de los intereses generales plasmados en los derechos fundamentales y demás valores constitucionales. (Además el Derecho Administrativo será también el Derecho de los demás Poderes Públicos —Poder Legislativo y Poder Judicial— en su actividad relacional con los ciudadanos y su personal, pero no cuando ejerzan su actividad sustancial, tales como legislar o juzgar.) Y por Derecho Administrativo Laboral debe entenderse aquella rama del Derecho Administrativo que se encarga de la regulación de la organización, funcionamiento y atribuciones de la Administración Laboral en materia laboral y social y de sus relaciones con los ciudadanos y con otras Administraciones Públicas en esta materia.

			IV. MATERIAL DIDÁCTICO

			1. PREGUNTAS CLAVE

			1. Precise los conceptos de Administración Pública y de Administración Laboral.

			2. Concrete los conceptos de Derecho Administrativo y de Derecho Administrativo Laboral.

			3. Determine si la Administración Pública tiene personalidad jurídica o si, por el contrario, no goza de la misma.

			4. La personificación jurídica de la Administración Pública, y, por ende, de la Administración Laboral, ¿es más propiamente una pluralidad de personificaciones jurídicas? Determine cómo se concreta y si esa concreción puede extrapolarse al ámbito de la Administración Laboral.
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